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PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
 

“PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA 
EXCEPCIÓN DE FALTA DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR RECURSO, 
ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, RESULTANDO 
INAPLICABLE LA JURISPRUDENCIA P./J. 4/2001 (LEY DE AMPARO 
VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).- Este Tribunal Pleno interpretó 
en su jurisprudencia P./J. 4/2001 que en contra de la resolución que en el juicio laboral 
desecha la excepción de falta de personalidad sin ulterior recurso procedía el amparo 
indirecto, a pesar de que se tratara de una cuestión de índole formal o adjetiva, y 
aunque no lesionara derechos sustantivos, ya que con esa decisión de cualquier forma 
se afectaba a las partes en grado predominante o superior. Ahora bien, como a partir de 
la publicación de la actual Ley de Amparo, su artículo 107, fracción V, ofrece 
precisión para comprender el alcance de la expresión relativa a los actos de imposible 
reparación, al establecer que por dichos actos se entienden "... los que afecten 
materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte;"; puede afirmarse que con esta aclaración el legislador secundario proporcionó 
mayor seguridad jurídica para la promoción del amparo indirecto contra actos de 
imposible reparación, ya que mediante una fórmula legal estableció que esos actos, 
para ser calificados como irreparables, necesitarían producir una afectación material a 
derechos sustantivos, es decir, sus consecuencias deberían ser de tal gravedad que 
impidieran en forma actual el ejercicio de un derecho, y no únicamente que produzcan 
una lesión jurídica de naturaleza formal o adjetiva que no necesariamente llegará a 
trascender al resultado del fallo; además de que debían recaer sobre derechos cuyo 
significado rebasara lo puramente procesal, lesionando bienes jurídicos cuya fuente no 
proviniera exclusivamente de las leyes adjetivas. Esta interpretación se deduce de las 
dos condiciones que el legislador secundario dispuso para la promoción del amparo 
indirecto contra actos de imposible reparación dictados en el proceso o el 
procedimiento: la primera, consistente en la exigencia de que se trate de actos "que 
afecten materialmente derechos", lo que equivale a situar el asunto en aquellos 
supuestos en los que el acto autoritario impide el libre ejercicio de algún derecho en 
forma presente, incluso antes del dictado del fallo definitivo; y la segunda, en el 
sentido de que estos "derechos" afectados materialmente revistan la categoría de 
derechos "sustantivos", expresión antagónica a los derechos de naturaleza formal o 
adjetiva, derechos estos últimos en los que la afectación no es actual -a diferencia de 
los sustantivos- sino que depende de que llegue o no a trascender al desenlace del 
juicio o procedimiento, momento en el cual sus secuelas pueden consumarse en forma 
efectiva. Consecuentemente, dada la connotación que el legislador aportó a la ley 
respecto de lo que debe entenderse por actos de "imposible reparación", no puede 
seguir siendo aplicable la citada jurisprudencia, ni considerar procedente en estos casos 
el juicio de amparo indirecto, ya que ésta se generó al amparo de una legislación que 
dejaba abierta toda posibilidad de interpretación de lo que debía asumirse por dicha 
expresión, lo cual a la fecha ya no acontece, de modo tal que en los juicios de amparo 
iniciados conforme la vigente Ley de Amparo debe prescindirse de la aplicación de tal 
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criterio para no incurrir en desacato a este ordenamiento, toda vez que en la repetida 
jurisprudencia expresamente este Tribunal Pleno reconoció que era procedente el 
juicio de amparo indirecto "... aunque por ser una cuestión formal no se traduzca en la 
afectación directa e inmediata de un derecho sustantivo"; concepción que hoy resulta 
incompatible con el nuevo texto legal, porque en éste reiteradamente se estableció que 
uno de los requisitos que caracterizan a los actos irreparables es la afectación que 
producen a "derechos sustantivos", y que otro rasgo que los identifica es la naturaleza 
"material" de la lesión que producen, expresión esta última que es de suyo antagónica 
con la catalogación de cuestión formal o adjetiva con la que este Tribunal Pleno había 
calificado -con toda razón- a las resoluciones que dirimen los temas de personalidad en 
los juicios ordinarios.” 
 
Contradicción de tesis 377/2013. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y el Segundo y el Cuarto 
Tribunales Colegiados, ambos en Materia de Trabajo del Tercer Circuito. 22 de mayo 
de 2014. Mayoría de seis votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Margarita 
Beatriz Luna Ramos, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Luis María Aguilar Morales, 
Alberto Pérez Dayán y Juan N. Silva Meza; votaron en contra: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ausentes: José Fernando Franco González Salas y Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto 
Circuito al resolver las quejas 25/2013, 29/2013, 40/2013 y 42/2013, el diverso 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito al resolver las quejas 46/2013, 52/2013 y 68/2013, y el diverso sustentado por 
el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito al resolver las 
quejas 51/2013 y 32/2013. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 4/2001 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, enero de 2001, 
página 11, con el rubro: "PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN 
QUE DIRIME ESTA CUESTIÓN, PREVIAMENTE AL FONDO, PROCEDE EL 
AMPARO INDIRECTO." 
 
El Tribunal Pleno, el veintidós de mayo en curso, aprobó, con el número 37/2014 
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintidós de 
mayo de dos mil catorce. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de junio de 2014 a las 12:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 09 de junio de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

 

 “INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU CONFIGURACIÓN COMO 
CONCEPTO JURÍDICO INDETERMINADO Y CRITERIOS PARA SU 
APLICACIÓN A CASOS CONCRETOS.- Resulta ya un lugar común señalar que la 
configuración del interés superior del menor, como concepto jurídico indeterminado, 
dificulta notablemente su aplicación. Así, a juicio de esta Primera Sala, es necesario 
encontrar criterios para averiguar, racionalmente, en qué consiste el interés del menor 
y paralelamente determinarlo en concreto en los casos correspondientes. Es posible 
señalar que todo concepto indeterminado cabe estructurarlo en varias zonas. Una 
primera zona de certeza positiva, que contiene el presupuesto necesario o la condición 
inicial mínima. Una segunda zona de certeza negativa, a partir de la cual nos hallamos 
fuera del concepto indeterminado. En tercer y último lugar la denominada zona 
intermedia, más amplia por su ambigüedad e incertidumbre, donde cabe tomar varias 
decisiones. En la zona intermedia, para determinar cuál es el interés del menor y 
obtener un juicio de valor, es necesario precisar los hechos y las circunstancias que lo 
envuelven. En esta zona podemos observar cómo el interés del menor no es siempre el 
mismo, ni siquiera con carácter general para todos los hijos, pues éste varía en función 
de las circunstancias personales y familiares. Además, dicha zona se amplía cuando 
pasamos -en la indeterminación del concepto- del plano jurídico al cultural. Por lo 
anterior, es claro que el derecho positivo no puede precisar con exactitud los límites 
del interés superior del menor para cada supuesto de hecho planteado. Son los 
tribunales quienes han de determinarlo moviéndose en esa "zona intermedia", haciendo 
uso de valores o criterios racionales. En este sentido, es posible señalar como criterios 
relevantes para la determinación en concreto del interés del menor en todos aquellos 
casos en que esté de por medio la situación familiar de un menor, los siguientes: a) se 
deben satisfacer, por el medio más idóneo, las necesidades materiales básicas o vitales 
del menor, y las de tipo espiritual, afectivas y educacionales; b) se deberá atender a los 
deseos, sentimientos y opiniones del menor, siempre que sean compatibles con lo 
anterior e interpretados de acuerdo con su personal madurez o discernimiento; y c) se 
debe mantener, si es posible, el statu quo material y espiritual del menor y atender a la 
incidencia que toda alteración del mismo pueda tener en su personalidad y para su 
futuro. Asimismo, es necesario advertir que para valorar el interés del menor, muchas 
veces se impone un estudio comparativo y en ocasiones beligerante entre varios 
intereses en conflicto, por lo que el juez tendrá que examinar las circunstancias 
específicas de cada caso para poder llegar a una solución estable, justa y equitativa 
especialmente para el menor, cuyos intereses deben primar frente a los demás que 
puedan entrar en juego, procurando la concordancia e interpretación de las normas 
jurídicas en la línea de favorecer al menor, principio consagrado en el artículo 4o. 
constitucional.” 
 
Amparo directo en revisión 348/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho a formular voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García 
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Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
Amparo directo en revisión 2554/2012. 16 de enero de 2013. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 583/2013. 11 de septiembre de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo en revisión 310/2013. 4 de diciembre de 2013. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quien reservó su derecho a formular voto 
concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 2252/2013. 4 de diciembre de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien reservó su derecho a formular voto 
concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Tesis de jurisprudencia 44/2014 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veintiuno de mayo de dos mil catorce.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de junio de 2014 a las 12:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 09 de junio de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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“PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS 
PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE 
DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. INTERPRETACIÓN 
CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA 1a. 
CCLXIV/2012 (10a.)].- Una nueva reflexión sobre el tema del interés usurario en la 
suscripción de un pagaré, conduce a esta Sala a apartarse de los criterios sostenidos en 
las tesis 1a./J. 132/2012 (10a.), así como 1a. CCLXIV/2012 (10a.), en virtud de que en 
su elaboración se equiparó el interés usurario con el interés lesivo, lo que provocó que 
se estimara que los requisitos procesales y sustantivos que rigen para hacer valer la 
lesión como vicio del consentimiento, se aplicaran también para que pudiera operar la 
norma constitucional consistente en que la ley debe prohibir la usura como forma de 
explotación del hombre por el hombre; cuando esta última se encuentra inmersa en la 
gama de derechos humanos respecto de los cuales el artículo 1o. constitucional ordena 
que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar. Así, resulta que el artículo 21, apartado 3, de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, prevé la usura como una forma 
de explotación del hombre por el hombre, como fenómeno contrario al derecho 
humano de propiedad, lo que se considera que ocurre cuando una persona obtiene en 
provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un interés excesivo 
derivado de un préstamo; pero además, dispone que la ley debe prohibir la usura. Por 
lo anterior, esta Primera Sala estima que el artículo 174, párrafo segundo, de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, que prevé que en el pagaré el rédito y los 
intereses que deban cubrirse se pactaran por las partes, y sólo ante la falta de tal pacto, 
operará el tipo legal, permite una interpretación conforme con la Constitución General 
y, por ende, ese contenido normativo debe interpretarse en el sentido de que la 
permisión de acordar intereses tiene como límite que una parte no obtenga en provecho 
propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la otra, un interés excesivo derivado 
de un préstamo; destacando que la adecuación constitucional del precepto legal 
indicado, no sólo permite que los gobernados conserven la facultad de fijar los réditos 
e intereses que no sean usurarios al suscribir pagarés, sino que además, confiere al 
juzgador la facultad para que, al ocuparse de analizar la litis sobre el reclamo de 
intereses pactados en un pagaré y al determinar la condena conducente (en su caso), 
aplique de oficio el artículo 174 indicado acorde con el contenido constitucionalmente 
válido de ese precepto y a la luz de las condiciones particulares y elementos de 
convicción con que se cuente en cada caso, a fin de que el citado artículo no pueda 
servir de fundamento para dictar una condena al pago de intereses mediante la cual una 
parte obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de su 
contrario un interés excesivo derivado de un préstamo. Así, para el caso de que el 
interés pactado en el pagaré, genere convicción en el juzgador de que es notoriamente 
excesivo y usurario acorde con las circunstancias particulares del caso y las 
constancias de actuaciones, aquél debe proceder de oficio a inhibir esa condición 
usuraria apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena respectiva 
sobre una tasa de interés reducida prudencialmente que no resulte excesiva, mediante 
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la apreciación de oficio y de forma razonada y motivada de las mismas circunstancias 
particulares del caso y de las constancias de actuaciones que válidamente tenga a la 
vista el juzgador al momento de resolver.” 
 
Contradicción de tesis 350/2013. Suscitada entre el Sexto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito, el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito. 19 de febrero 
de 2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por lo que hace 
a la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, respecto al fondo. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 193/2012, que dio origen a la tesis aislada XXX.1o.2 C (10a.) de rubro: 
"INTERESES MORATORIOS EN UN TÍTULO DE CRÉDITO. EL ARTÍCULO 174 
DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, QUE 
PERMITE SU PACTO IRRESTRICTO TRANSGREDE EL DERECHO HUMANO 
DE PROHIBICIÓN LEGAL DE LA USURA ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 
21, NUMERAL 3, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 1735, con número de 
registro IUS 2001361. El Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 369/2012, que originó la tesis aislada 
I.7o.C.21 C (10a.), de rubro: "USURA Y CUALQUIER OTRA FORMA DE 
EXPLOTACIÓN DEL HOMBRE POR EL HOMBRE. EL ARTÍCULO 174 DE LA 
LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO SE 
CONTRAPONE CON LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 1o. DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 21 DE 
LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, 
Tomo 3, septiembre de 2012, página 2091, con número de registro IUS 2001810. El 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio de 
amparo directo 144/2013, en el que esencialmente sostuvo que en el sistema jurídico al 
que pertenece el artículo 174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 
existe una limitante a la libertad contractual en lo referente al pacto de intereses que se 
puede establecer en un título de crédito, de tal suerte que, la sola circunstancia de que 
en el mencionado precepto no se haya establecido literalmente cuáles son los 
parámetros que deben tenerse en cuenta para pactar los intereses, no conlleva por sí 
sola la inconstitucionalidad del precepto y de la misma manera, tampoco sería 
procedente que en un aparente control de convencionalidad ex oficio, se deje de aplicar 
dicho precepto. 
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Nota: La presente tesis abandona el criterio sostenido en la jurisprudencia 1a./J. 
132/2012 (10a.) y en la tesis aislada 1a. CCLXIV/2012 (10a.), de rubros: "INTERÉS 
USURARIO EN MATERIA MERCANTIL. CUÁNDO DEBE CONSIDERARSE 
QUE EXISTE Y EN QUÉ MOMENTO PROCESAL DEBE ESTUDIARSE." e 
"INTERESES USURARIOS EN EL PAGARÉ. SUS CONSECUENCIAS.", que 
aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XVII, Tomo 1, febrero de 2013, páginas 714 y 826, respectivamente. 
 
Tesis de jurisprudencia 46/2014 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión de fecha veintiuno de mayo de dos mil catorce. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de junio de 2014 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 30 de junio de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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“PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES 
PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE 
LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES 
NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA 
PRUDENCIALMENTE.- El párrafo segundo del citado precepto permite una 
interpretación conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, al prever que en el pagaré el rédito y los intereses que deban cubrirse se 
pactarán por las partes, y sólo ante la falta de tal pacto, operará el tipo legal; pues ese 
contenido normativo debe interpretarse en el sentido de que la permisión de acordar 
intereses no es ilimitada, sino que tiene como límite que una parte no obtenga en 
provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la otra, un interés excesivo 
derivado de un préstamo. Así, el juzgador que resuelve la litis sobre el reclamo de 
intereses pactados en un pagaré, para determinar la condena conducente (en su caso), 
debe aplicar de oficio el referido artículo 174, acorde con el contenido 
constitucionalmente válido de ese precepto y a la luz de las condiciones particulares y 
los elementos de convicción con que se cuente en cada caso, para que dicho numeral 
no pueda servir de fundamento para dictar una condena al pago de intereses usurarios, 
por lo que si el juzgador adquiere convicción de oficio de que el pacto de intereses es 
notoriamente usurario acorde con las circunstancias particulares del caso y las 
constancias de actuaciones, entonces debe proceder, también de oficio, a inhibir esa 
condición usuraria apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena 
respectiva sobre una tasa de interés reducida prudencialmente para que no resulte 
excesiva, mediante la apreciación razonada, fundada y motivada, y con base en las 
circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones que 
válidamente tenga a la vista al momento de resolver. Ahora bien, cabe destacar que 
constituyen parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter notoriamente 
excesivo de una tasa de interés -si de las constancias de actuaciones se aprecian los 
elementos de convicción respectivos- los siguientes: a) el tipo de relación existente 
entre las partes; b) la calidad de los sujetos que intervienen en la suscripción del pagaré 
y si la actividad del acreedor se encuentra regulada; c) el destino o finalidad del 
crédito; d) el monto del crédito; e) el plazo del crédito; f) la existencia de garantías 
para el pago del crédito; g) las tasas de interés de las instituciones bancarias para 
operaciones similares a las que se analizan, cuya apreciación únicamente constituye un 
parámetro de referencia; h) la variación del índice inflacionario nacional durante la 
vida real del adeudo; i) las condiciones del mercado; y, j) otras cuestiones que generen 
convicción en el juzgador. Lo anterior, sobre la base de que tales circunstancias puede 
apreciarlas el juzgador (solamente si de las constancias de actuaciones obra 
válidamente prueba de ellos) para aumentar o disminuir lo estricto de la calificación de 
una tasa como notoriamente excesiva; análisis que, además, debe complementarse con 
la evaluación del elemento subjetivo a partir de la apreciación sobre la existencia o no, 
de alguna situación de vulnerabilidad o desventaja del deudor en relación con el 
acreedor.” 
 
Contradicción de tesis 350/2013. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito, el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil 
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del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito. 19 de 
febrero de 2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por lo 
que hace a la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, respecto al 
fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario 
Gerardo Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 193/2012, que dio origen a la tesis aislada XXX.1o.2 C (10a.) de rubro: 
"INTERESES MORATORIOS EN UN TÍTULO DE CRÉDITO. EL ARTÍCULO 174 
DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, QUE 
PERMITE SU PACTO IRRESTRICTO TRANSGREDE EL DERECHO HUMANO 
DE PROHIBICIÓN LEGAL DE LA USURA ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 
21, NUMERAL 3, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 1735, con número de 
registro IUS 2001361. El Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 369/2012, que originó la tesis aislada 
I.7o.C.21 C (10a.), de rubro: "USURA Y CUALQUIER OTRA FORMA DE 
EXPLOTACIÓN DEL HOMBRE POR EL HOMBRE. EL ARTÍCULO 174 DE LA 
LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO SE 
CONTRAPONE CON LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 1o. DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 21 DE 
LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, 
Tomo 3, septiembre de 2012, página 2091, con número de registro IUS 2001810. El 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio de 
amparo directo 144/2013, en el que esencialmente sostuvo que en el sistema jurídico al 
que pertenece el artículo 174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 
existe una limitante a la libertad contractual en lo referente al pacto de intereses que se 
puede establecer en un título de crédito, de tal suerte que, la sola circunstancia de que 
en el mencionado precepto no se haya establecido literalmente cuáles son los 
parámetros que deben tenerse en cuenta para pactar los intereses, no conlleva por sí 
sola la inconstitucionalidad del precepto y de la misma manera, tampoco sería 
procedente que en un aparente control de convencionalidad ex oficio, se deje de aplicar 
dicho precepto. 
 
Tesis de jurisprudencia 47/2014 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión de fecha veintiuno de mayo de dos mil catorce. 
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Esta tesis se publicó el viernes 27 de junio de 2014 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 30 de junio de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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“SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. LOS ACTOS CUYA 
SUSPENSIÓN SE ORDENÓ Y HAYAN SIDO EJECUTADOS POR LA 
AUTORIDAD ANTES DE LA NOTIFICACIÓN DE AQUÉLLA, DEBEN SER 
REVOCADOS PARA RETROTRAERLOS AL MOMENTO DEL 
OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN.- Si bien la autoridad está obligada a 
acatar la suspensión desde el momento mismo en que se concede, la autoridad está 
obligada a revocar su actuación, considerando el instante en que se otorgó la 
suspensión y debe componer la ejecución, siempre que la naturaleza del acto ejecutado 
lo admita. En consecuencia lógica, no puede existir ni ser válido ningún acto que tenga 
como base los actos objeto de suspensión, cuya ejecución ha debido dejarse 
inexistente.” 
 
Contradicción de tesis 492/2012. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 26 de marzo de 
2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. 
Quintana Osuna. 
 
Tesis y/o criterios contendientes:  
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Quinto Circuito, al resolver las quejas 86/2011 y 87/2011; la tesis de rubro: 
"SUSPENSIÓN, EL AUTO EN EL QUE SE CONCEDE SURTE EFECTOS DESDE 
LUEGO, DE CONFORMIDAD CON EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 139 
DE LA LEY DE AMPARO. POR LO TANTO, EL ACTO QUE SE EJECUTE CON 
POSTERIORIDAD A LA FECHA EN QUE SE CONCEDIÓ LA MEDIDA 
CAUTELAR, ES VIOLATORIO DE LA MISMA Y DEBE DECLARARSE 
INEXISTENTE, CON INDEPENDENCIA DE QUE EN LA FECHA EN QUE SE 
EJECUTÓ EL ACTO, LAS RESPONSABLES AÚN NO HABÍAN SIDO 
NOTIFICADAS.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación, Octava Época, Tomo X, diciembre de 1992, página 375, y la tesis 
XIX.1o.P.T.14 K, de rubro: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO 
INDIRECTO. LA AUTORIDAD RESPONSABLE, AL TENER CONOCIMIENTO 
DEL MOMENTO EXACTO EN QUE AQUÉLLA FUE CONCEDIDA, DEBE 
AJUSTARSE A DICHA PROVIDENCIA CAUTELAR, CONSIDERANDO EL 
INSTANTE EN QUE SE OTORGÓ Y, EN SU CASO, COMPONER LA 
EJECUCIÓN QUE HUBIERA PRACTICADO, LO QUE PODRÍA TRADUCIRSE, 
INCLUSIVE, EN DESHACER SU ACTUACIÓN EN LA MEDIDA DE LO 
POSIBLE, PERO SIN QUE ELLO IMPLIQUE DARLE EFECTOS 
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RESTITUTORIOS.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, diciembre de 2010, página 
1832. 
 
Tesis de jurisprudencia 34/2014 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión de fecha dos de abril de dos mil catorce. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de junio de 2014 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 30 de junio de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

 
“CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD. 
CONDICIONES PARA SU EJERCICIO OFICIOSO POR LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES FEDERALES.- El párrafo segundo del artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que las normas 
relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la propia 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo 
tiempo a las personas la protección más amplia, de donde deriva que los tribunales 
federales, en los asuntos de su competencia, deben realizar el estudio y análisis ex 
officio sobre la constitucionalidad y convencionalidad de las normas aplicadas en el 
procedimiento, o en la sentencia o laudo que ponga fin al juicio. Ahora, esta obligación 
se actualiza únicamente cuando el órgano jurisdiccional advierta que una norma 
contraviene derechos humanos contenidos en la Constitución Federal o en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, aun cuando no haya sido 
impugnada, porque con su ejercicio oficioso se garantiza la prevalencia de los 
derechos humanos frente a las normas ordinarias que los contravengan. De otra 
manera, el ejercicio de constitucionalidad y convencionalidad de normas generales no 
tendría sentido ni beneficio para el quejoso, y sólo propiciaría una carga, en algunas 
ocasiones desmedida, en la labor jurisdiccional de los Jueces de Distrito y Magistrados 
de Circuito.” 
 
Amparo directo en revisión 3788/2013. Micheel Javier Partida Durán. 8 de enero de 
2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Luis Javier Guzmán 
Ramos. 
 
Amparo directo en revisión 440/2014. Ángel Alvarado Agüero. 9 de abril de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ponente: Sergio A. 
Valls Hernández. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos. 
 
Amparo directo en revisión 204/2014. Roberto Madrigal Salas. 30 de abril de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales; votaron con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Amalia Tecona 
Silva. 
 
Amparo directo en revisión 1168/2014. Chileros, S. de P.R. de R.L. 14 de mayo de 
2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
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Morales. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. 
 
Amparo directo en revisión 957/2014. Maricela Santa Esquivel Ávila. 14 de mayo de 
2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ponente: Sergio A. 
Valls Hernández; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos. 
 
Tesis de jurisprudencia 69/2014 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del once de junio de dos mil catorce. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de junio de 2014 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 30 de junio de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
  



16 
 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

 

“DOCUMENTO PRIVADO PRESENTADO EN VÍA DE PRUEBA. SU FALTA 
DE OBJECIÓN NO PUEDE SURTIR EFECTOS COMO SI HUBIESE SIDO 
RECONOCIDO EXPRESAMENTE, CUANDO SEA CONFECCIONADO DE 
MODO UNILATERAL POR LA PARTE QUE LO PRESENTA 
DIRECTAMENTE EN JUICIO.- La interpretación sistemática de los artículos 1241 
y 1245 del Código de Comercio, así como de los diversos 335 y 339 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, de similar contenido, permite concluir 
que la falta de objeción de un documento privado presentado en vía de prueba, no 
puede generar su reconocimiento expreso o tácito, si no contiene signos inequívocos 
de que en él participó la parte contraria del oferente, conforme al acto ahí consignado. 
Es decir, al tratarse de un documento proveniente sólo de una de las partes, quien lo 
confeccionó en forma unilateral y lo exhibió directamente en juicio, no aplica el texto 
de los artículos 1241 del Código de Comercio y 335 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal, en tanto que la propia ley prevé su reconocimiento si 
lo pide quien lo expidió o presentó, pues no perjudica a la parte contra quien se 
presenta, si ésta no intervino en su elaboración; además, de acuerdo con los diversos 
numerales 1245 del Código de Comercio, y 339 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal, solamente puede reconocer un documento privado quien lo 
firma, el que lo manda extender o su legítimo representante con poder o cláusula 
especial.” 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 34/2014. 9 de abril de 2014. Mayoría de votos. Disidente: Víctor 
Manuel Islas Domínguez. Ponente: Virgilio Solorio Campos. Secretario: José Jiménez 
Sarmiento. 
 
Amparo directo 27/2014. Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores. 30 de abril de 2014. Mayoría de votos. Disidente: Víctor Manuel Islas 
Domínguez. Ponente: Virgilio Solorio Campos. Secretario: José Jiménez Sarmiento. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de junio de 2014 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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“EXCEPCIÓN DE INCOMPETENCIA EN JUICIOS MERCANTILES. LA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA QUE LA DECLARA INFUNDADA, ES 
RECLAMABLE COMO VIOLACIÓN PROCESAL EN AMPARO DIRECTO.- 
Si en un juicio mercantil se opone la excepción de incompetencia y se resuelve de 
manera definitiva como infundada y, por tanto, el Juez del conocimiento debe 
continuar conociendo del juicio y, en su oportunidad, dictar sentencia sobre la cuestión 
planteada, dicha determinación no afecta materialmente derechos sustantivos de las 
partes, sino únicamente formales o intraprocesales y, por ello, si el afectado obtiene 
sentencia favorable en cuanto al fondo, aquellas infracciones quedarían reparadas. 
Consecuentemente, esa decisión debe considerarse como una violación procesal 
reclamable mediante el amparo directo pues, al resolverse en definitiva el juicio, la 
parte que se considere afectada puede hacerla valer, en términos del artículo 172, 
fracción X, de la Ley de Amparo, si se satisfacen los demás requisitos a que se refiere 
el artículo 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.” 
 
Amparo en revisión 380/2013. Ayuntamiento Constitucional de San Felipe del 
Progreso, Estado de México. 26 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: 
Ricardo Romero Vázquez. Secretario: Alejandro Gabriel Archundia Pérez. 
 
Amparo en revisión 1/2014. Ayuntamiento Constitucional de San Felipe del Progreso, 
Estado de México. 26 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo 
Romero Vázquez. Secretario: Alejandro Gabriel Archundia Pérez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de junio de 2014 a las 09:37 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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“JURISPRUDENCIA. PARA DETERMINAR SI LA OBSERVADA EN LA 
SOLUCIÓN DE UN CASO CONCRETO, SE APLICÓ 
RETROACTIVAMENTE EN PERJUICIO DE ALGUNA PERSONA, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 217, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE 
AMPARO, DEBE VERIFICARSE SI SE AFECTAN DERECHOS 
ADQUIRIDOS O MERAS EXPECTATIVAS LITIGIOSAS.- De la interpretación 
lógico-sistemática de los artículos 94, párrafo décimo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y 217, párrafos primero a tercero, de la Ley de Amparo 
-que retomó el espíritu de los numerales 192, párrafo primero y 193, párrafo primero, 
de la ley abrogada-, se colige que la jurisprudencia constituye una pauta de 
discernimiento judicial derivada de la interpretación de las normas jurídicas, que sólo 
es obligatoria respecto de los órganos jurisdiccionales que deben aplicarla a los casos 
particulares, mediante la vía del proceso. Ahora bien, para comprobar si se está en 
presencia de la restricción que prevé el último párrafo del mencionado artículo 217, 
que dispone: "La jurisprudencia en ningún caso tendrá efecto retroactivo en perjuicio 
de persona alguna.", debe acudirse a la teoría de los derechos adquiridos y de las 
expectativas de derechos, la cual ha sido reconocida por la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación como parámetro para esclarecer los planteamientos de irretroactividad, 
como se advierte de la tesis 2a. LXXXVIII/2001, consultable en la página 306, Tomo 
XIII, junio de 2001, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, de rubro: "IRRETROACTIVIDAD DE LAS LEYES. NO SE VIOLA ESA 
GARANTÍA CONSTITUCIONAL CUANDO LAS LEYES O ACTOS CONCRETOS 
DE APLICACIÓN SÓLO AFECTAN SIMPLES EXPECTATIVAS DE DERECHO, 
Y NO DERECHOS ADQUIRIDOS.". Consecuentemente, para determinar si una 
jurisprudencia, observada en la solución de un caso concreto, se aplicó 
retroactivamente en perjuicio de alguna persona, tendrá que verificarse si previamente 
a la emisión de ese criterio jurídico, aquélla contaba con un derecho adquirido, 
entendido como aquel que implica la introducción de un bien, una facultad o un 
provecho al patrimonio de una persona, a su dominio o a su haber jurídico; o si 
simplemente incidió en una mera esperanza o expectativa de que una pretensión 
litigiosa prosperara en el juicio de que se trate, pues en este último supuesto no se 
infringirá la aludida prohibición de irretroactividad.” 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR 
DE LA CUARTA REGIÓN. 
 
Amparo directo 988/2013 (cuaderno auxiliar 26/2014), del índice del Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
Xalapa de Enríquez, Veracruz. José Gilberto Tapia Romero. 3 de abril de 2014. 
Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Castillo Garrido. Secretario: José Antonio 
Belda Rodríguez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de junio de 2014 a las 10:35 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 


